
 

 

 

 

 

 

 

 

Dictamen Código Procesal Penal  

 

CPPN Anexo I 

 

ARTÍCULO 3º.- Principio de inocencia. Nadie puede ser considerado ni tratado 

como culpable hasta tanto una sentencia firme, dictada en base a pruebas 

legítimamente obtenidas, desvirtúe el estado jurídico de inocencia del que goza 

toda persona. 

El imputado no debe ser presentado como culpable. Los registros 

judiciales, legajos y comunicaciones no podrán contener inscripciones 

estigmatizantes o que desvirtúen el estado jurídico de inocencia.  

 

 

ARTÍCULO 15.- Condiciones carcelarias. Está prohibido alojar a personas 

privadas de libertad en lugares no habilitados, o en sitios que no reúnan las 

mínimas condiciones de salubridad. Toda medida que conduzca a empeorar 

injustificadamente las condiciones de detención a presos o detenidos hará 

responsable a quien la ordene, autorice, aplique o consienta.  

 

 

ARTÍCULO 35.- Suspensión del proceso a prueba. La suspensión del proceso a 

prueba se aplicará en alguno de los siguientes casos: 

a) Cuando el delito prevea un máximo de pena de TRES (3) años de prisión y 

el imputado no hubiere sido condenado a pena de prisión o hubieran 

transcurrido CINCO (5) años desde el vencimiento de la pena. 

b) Cuando las circunstancias del caso permitan dejar en suspenso el 

cumplimiento de la condena aplicable.   

c) Cuando proceda la aplicación de una pena no privativa de la libertad.  

En caso de tratarse de una persona extranjera, también podrá 



 

 

 

 

 

 

 

 

aplicarse cuando haya sido sorprendida en flagrancia de un delito, conforme el 

artículo 184 de este Código, que prevea pena privativa de la libertad cuyo mínimo 

no fuere superior a TRES (3) años de prisión. La aplicación del trámite previsto en 

este artículo implicará la expulsión del territorio nacional, siempre que no vulnere el 

derecho de reunificación familiar. La expulsión dispuesta judicialmente conlleva, sin 

excepción, la prohibición de reingreso que no puede ser inferior a CINCO (5) años 

ni mayor de QUINCE (15).  

El imputado podrá proponer al fiscal la suspensión del proceso a 

prueba. Dicha propuesta podrá formularse hasta la finalización de la etapa 

preparatoria, salvo que se produzca una modificación en la calificación jurídica, 

durante el transcurso de la audiencia de juicio, que habilite la aplicación en dicha 

instancia. 

El acuerdo se hará por escrito, que llevará la firma del imputado y su 

defensor y del fiscal, y será presentado ante el Juez que evaluará las reglas de 

conducta aplicables en audiencia. 

Se celebrará una audiencia a la que se citará a las partes y a la 

víctima, quienes debatirán sobre las reglas de conducta a imponer. 

El control del cumplimiento de las reglas de conducta para la 

suspensión del proceso a prueba estará a cargo de una oficina judicial específica, 

que dejará constancia en forma periódica sobre su cumplimiento y dará noticias a 

las partes de las circunstancias que pudieran originar una modificación o 

revocación del instituto. 

La víctima tiene derecho a ser informada respecto del cumplimiento 

de las reglas de conducta.  

Si el imputado incumpliere las condiciones establecidas, el 

representante del Ministerio Público Fiscal o la querella solicitarán al juez una 

audiencia para que las partes expongan sus fundamentos sobre la continuidad, 

modificación o revocación del juicio a prueba. En caso de revocación el 

procedimiento continuará de acuerdo a las reglas generales. La suspensión del 

juicio a prueba también se revocará si el imputado fuera condenado por un delito 

cometido durante el plazo de suspensión. 

Los extranjeros en situación regular podrán solicitar la aplicación de 



 

 

 

 

 

 

 

 

una regla de conducta en el país.  

 

 

ARTÍCULO 43.- Jurisdicción. La jurisdicción penal se ejerce por órganos 

jurisdiccionales que instituyen la Constitución Nacional y las leyes que se dicten al 

respecto. Es improrrogable y se extiende a todos los casos en que resulta aplicable 

la legislación penal argentina. 

 

ARTÍCULO 54.- Jueces con funciones de juicio. Los jueces con funciones de 

juicio serán competentes para conocer, de forma unipersonal: 

a) en la sustanciación del juicio en los delitos de acción privada y en todos 

aquellos que no estén reprimidos con pena privativa de libertad; 

b) en aquellos delitos reprimidos con pena privativa de libertad, si el 

representante del Ministerio Público Fiscal pretendiera una pena inferior a 

los SEIS (6) años. 

Cuando el requerimiento de pena estimado fuera superior a TRES (3) 

años e inferior a SEIS (6), el imputado podrá solicitar la intervención de (TRES) 

jueces.  

Si el representante del Ministerio Público Fiscal requiriera una pena 

superior a SEIS (6) años, en el juicio oral intervendrán TRES (3) jueces.  

 

 

 

ARTÍCULO 57.- Oficina judicial. Los jueces serán asistidos por una oficina judicial 

cuya composición y funcionamiento defina la Ley de Organización y Competencia 

de la Justicia Penal Federal y Nacional. A su director o jefe le corresponderá como 

función propia, sin perjuicio de las facultades e intervenciones de los jueces 

previstas por este Código, organizar las audiencias, organizar todas las cuestiones 

administrativas relativas a los jurados, dictar los decretos de mero trámite, ordenar 

las comunicaciones, custodiar los objetos secuestrados en los casos que 



 

 

 

 

 

 

 

 

corresponda, llevar al día los registros y estadísticas, dirigir al personal auxiliar, 

informar a las partes y colaborar en todos los trabajos materiales que los jueces le 

requieran. 

A tal fin, deberá confeccionar una carpeta judicial donde asentará la 

actividad que realice para cada uno de los casos, bajo el principio de 

desformalización. 

La delegación de funciones jurisdiccionales a la oficina judicial tornará 

inválidas las actuaciones realizadas y será considerada falta grave y causal de mal 

desempeño. 

 

 

 

ARTÍCULO 68.- Rebeldía. Será declarado en rebeldía el imputado que no 

comparezca a una citación sin justificación, se fugue del establecimiento o lugar 

donde esté detenido, desobedezca una orden de detención o se ausente del 

domicilio denunciado sin justificación. 

La declaración de rebeldía y la orden de detención, en su caso, serán 

expedidas por el juez, a solicitud del representante del Ministerio Público Fiscal. 

La declaración de rebeldía no suspenderá la investigación ni las 

resoluciones que deban dictarse hasta la presentación de la acusación. 

Cuando el rebelde compareciere o fuere puesto a disposición de la 

autoridad que lo requiriere quedarán sin efecto las órdenes emitidas y sus 

inscripciones; se convocará a una audiencia en un plazo no mayor a SETENTA Y 

DOS (72) horas y luego de oír al imputado, al representante del Ministerio Público 

Fiscal y al querellante, si compareciere, el juez resolverá en forma inmediata sobre 

la procedencia de las medidas que se le soliciten. El trámite del proceso continuará 

según su estado. 

 

 

ARTÍCULO 69.- Libertad de declarar. Las citaciones al imputado no tendrán por 



 

 

 

 

 

 

 

 

finalidad obtener una declaración sobre el hecho que se le imputa, pero este tendrá 

la libertad de declarar cuantas veces quiera. 

Durante la investigación preparatoria, podrá declarar oralmente o por 

escrito ante el representante del Ministerio Público Fiscal o ante el juez 

interviniente. Durante la etapa del juicio, en la oportunidad y formas previstas por 

este Código. 

La declaración del imputado sólo tendrá valor si la realiza en 

presencia de su defensor o, en caso de ser escrita, si lleva la firma de éste. 

Si la declaración del imputado se desarrolla oralmente ante el 

representante del Ministerio Público Fiscal, sobre ella se labrará un acta que 

reproducirá, del modo más fiel posible, todo lo que suceda en el acto respectivo y 

las respuestas o declaraciones del imputado con sus propias palabras; en este 

caso, el acto finalizará con la lectura y la firma del acta por todos los intervinientes. 

Si el imputado rehusare suscribir el acta, se expresará el motivo. 

El acta podrá ser reemplazada, total o parcialmente, por otra forma de 

registro; en ese caso, el representante del Ministerio Público Fiscal determinará el 

resguardo conveniente para garantizar su inalterabilidad e individualización futuras. 

Si por imposibilidad física el imputado no pudiera oír o expresarse 

verbalmente, o no comprendiera el idioma nacional tendrá derecho a designar su 

propio traductor o intérprete, pero si no lo designare será provisto de uno a costa 

del Estado, para que le transmita el contenido del acto o de la audiencia. 

 

 

ARTÍCULO 79.- Derechos de las víctimas. La víctima tendrá los siguientes 

derechos: 

a) a recibir un trato digno y respetuoso y que sean mínimas las molestias 

derivadas del procedimiento; 

b) a que se respete su intimidad en la medida que no obstruya la investigación; 

c) a requerir medidas de protección para su seguridad, la de sus familiares y la 

de los testigos que declaren en su interés, a través de los órganos 



 

 

 

 

 

 

 

 

competentes; y a ser asistida en forma especializada con el objeto de 

propender a su recuperación psíquica, física y social; 

d) a intervenir en el procedimiento penal, conforme a lo establecido por este 

Código; 

e) a ser informada de los resultados del procedimiento; 

f) a examinar documentos y actuaciones, y a ser informada verbalmente sobre 

el estado del proceso y la situación del imputado; 

g) a aportar información durante la investigación; 

h) a ser escuchada antes de cada decisión que implique la extinción o 

suspensión de la acción penal, siempre que lo solicite expresamente; 

i) a ser notificada de las resoluciones que puedan requerir su revisión;  

j) a requerir la revisión de la desestimación, el archivo, la aplicación de un 

criterio de oportunidad o el sobreseimiento, solicitado por el representante 

del Ministerio Público Fiscal, aún si no hubiera intervenido en el 

procedimiento como querellante; 

k) a participar en el proceso en calidad de querellante. 

La víctima será informada sobre sus derechos cuando realice la 

denuncia o en su primera intervención en el procedimiento. 

 

 

ARTÍCULO 88.- Funciones. El Ministerio Público Fiscal tiene a su cargo la 

investigación de los delitos y la promoción de la acción penal pública contra los 

autores y partícipes. 

Le corresponde la carga de la prueba y debe probar en el juicio oral y 

público los hechos que fundan su acusación. Tiene la obligación de motivar sus 

requerimientos y resoluciones. 

Todas las dependencias públicas estatales están obligadas a 

proporcionar colaboración pronta, eficaz y completa a los requerimientos que 

formule el representante del Ministerio Público Fiscal en cumplimiento de sus 

funciones, bajo apercibimiento de incurrir en las responsabilidades previstas en la 



 

 

 

 

 

 

 

 

ley. 

La distribución de las funciones de los miembros del Ministerio 

Público Fiscal se realizará de conformidad a las normas que regulan su ejercicio, 

procurando la especialización de la investigación y persecución penal mediante 

fiscalías temáticas que tendrán a su cargo las causas que se correspondan a su 

materia.  

 

 

ARTÍCULO 90.- Deberes. La policía y demás fuerzas de seguridad deberán: 

a) recibir denuncias; 

b) entrevistar a los testigos; 

c) resguardar el lugar del hecho y cuidar que los rastros e instrumentos del 

delito sean conservados; 

d) incautar los documentos y todo elemento material que pueda servir a la 

investigación, cuando les esté permitido; 

e) custodiar los elementos secuestrados, dejando debida constancia de las 

medidas adoptadas con el objeto de preservar la cadena de custodia; 

f) hacer constar el estado de las personas, cosas y lugares, mediante 

inspecciones, planos, fotografías, video filmaciones, exámenes técnicos y 

demás operaciones que aconseje la investigación; 

g) practicar las diligencias orientadas a la individualización de los autores y 

partícipes del delito dispuestas por el representante del Ministerio Público 

Fiscal; 

h) recabar los datos que sirvan para la identificación del imputado, con los 

límites establecidos por este Código; 

i) prestar auxilio a las víctimas y proteger a los testigos; 

j) reunir toda la información de urgencia que pueda ser útil al representante 

del Ministerio Público Fiscal; 

k) efectuar el arresto, detención o incomunicación de personas en los casos 



 

 

 

 

 

 

 

 

autorizados, informándoles sus derechos en forma inmediata y 

comprensible; 

l) ejecutar allanamientos y requisas cuando les esté permitido. 

 

 

ARTÍCULO 127.- Libertad probatoria. Podrán probarse los hechos y 

circunstancias de interés para la solución correcta del caso, por cualquier medio de 

prueba, salvo que se encuentren expresamente prohibidos por la ley. 

Además de los medios de prueba establecidos en este Código se 

podrán utilizar otros, siempre que no vulneren derechos o garantías 

constitucionales y no obstaculicen el control de la prueba por los demás 

intervinientes. 

 

 

ARTÍCULO 128.- Reglas sobre la prueba. La recolección y admisibilidad de la 

prueba se ajustará a las siguientes reglas procesales: 

a) la recolección de los elementos de prueba estará a cargo del representante del 

Ministerio Público Fiscal que actuará bajo los principios de objetividad y buena 

fe, y deberá requerir orden judicial previa sólo en los casos en que este Código 

así lo establece;  

b) las demás partes podrán recolectar por sí las pruebas que consideren 

necesarias y sólo recurrirán al representante del Ministerio Público Fiscal si 

fuese necesaria su intervención. En caso de negativa injustificada podrán 

recurrir al órgano jurisdiccional competente para que se lo ordene. La prueba 

producida por la querella se incorporará como anexo al legajo del Ministerio 

Público Fiscal cuando ésta lo solicite; la defensa tendrá su propio legajo de 

prueba; 

c) los jueces no podrán de oficio incorporar prueba alguna; 

d) sólo se admitirán medios de prueba que guarden relación, directa o indirecta, 

con el objeto del proceso, sean útiles y pertinentes para la resolución del caso y 



 

 

 

 

 

 

 

 

no resulten manifiestamente sobreabundantes; no podrá denegarse prueba si 

para su producción hubiere conformidad de las partes; 

e) si se postula un hecho como admitido por todas las partes, el órgano 

jurisdiccional puede prescindir de la prueba ofrecida, declarándolo comprobado 

en el auto de apertura del juicio; durante la audiencia prevista en el artículo 246, 

el juez puede provocar el acuerdo entre las partes si estimara que, según las 

pruebas ofrecidas, se trata de un hecho notorio. 

 

 

ARTÍCULO 142.- Objetos no sometidos a secuestro. No podrán ser objeto de 

secuestro: 

a) las comunicaciones entre el imputado y las personas que deban abstenerse 

de declarar como testigos; 

b) las notas que hayan tomado los nombrados anteriormente sobre 

comunicaciones confiadas por el imputado, o sobre cualquier circunstancia 

a la cual se extienda el derecho o el deber de abstenerse a declarar.  

 

 

 

ARTÍCULO 158.- Declaración de menores de edad, víctimas de trata de 

personas, graves violaciones a derechos humanos o personas con 

capacidad restringida. Si se tratare de víctimas o testigos menores de edad que a 

la fecha en que se requiera su comparecencia no hubiesen cumplido DIECISÉIS 

(16) años, personas con capacidad restringida, y testigos-víctimas de los delitos de 

trata y explotación de personas u otras graves violaciones a derechos humanos, si 

la naturaleza y circunstancias del caso así lo aconsejasen, se deberá adoptar el 

siguiente procedimiento: 

a) serán entrevistados por un psicólogo especialista de acuerdo a las 

condiciones de la víctima; 



 

 

 

 

 

 

 

 

b) si la víctima fuera menor de edad o persona con capacidad restringida, el 

acto se llevará a cabo de acuerdo a su edad y etapa evolutiva, o adecuado 

a su estado de vulnerabilidad si fuera víctima del delito de trata o 

explotación de personas u otra grave violación a los derechos humanos; 

c) en el plazo que el representante del Ministerio Público Fiscal disponga, el 

profesional actuante elevará un informe detallado con las conclusiones a las 

que arribe; 

d) el desarrollo del acto podrá ser seguido por las partes desde el exterior del 

recinto a través de un vidrio espejado, micrófono, equipo de video o 

cualquier otro medio técnico con que se cuente; en ese caso con 

anterioridad a la iniciación del acto, el juez o el representante del Ministerio 

Público Fiscal, según el caso, hará saber al profesional a cargo de la 

entrevista las inquietudes propuestas por las partes así como las que surjan 

durante el transcurso del acto, las que serán canalizadas teniendo en 

cuenta las características del hecho y el estado emocional de la víctima; 

e) si la víctima estuviera imposibilitada de comparecer por motivos de salud o 

por residir en un lugar distante a la sede del tribunal, o para garantizar la 

protección de su seguridad, se podrá realizar el acto a través de 

videoconferencias; 

f) se podrá admitir la exhibición del registro audiovisual de declaraciones 

previas de la víctima en ese u otro proceso judicial. Si las partes requiriesen 

la comparecencia a los efectos de controlar la prueba, el juez les requerirá 

los motivos y el interés concreto, así como los puntos sobre los que 

pretendan examinar al testigo, y admitirá el interrogatorio sólo sobre 

aquéllos que hagan al efectivo cumplimiento del derecho de defensa; 

g) la declaración se registrará en un video fílmico. 

Si se tratase de actos de reconocimiento de lugares o cosas, el 

menor de edad o la persona con capacidad restringida víctima del delito será 

asistido por un profesional especialista. Si se tratare del delito de trata o 



 

 

 

 

 

 

 

 

explotación de personas, la víctima será acompañada por un profesional 

especialista; en ningún caso estará presente el imputado.  

Si se tratase de víctimas que a la fecha en que se requiere su 

comparecencia ya hubiesen cumplido DIECISÉIS (16) años pero fuesen menores 

de DIECIOCHO (18) años de edad, antes de la recepción del testimonio, se 

requerirá informe a un especialista acerca de la existencia de riesgo para la salud 

psicofísica del menor de edad en el caso de que compareciese ante los estrados 

judiciales en presencia de las partes. Esta medida debe llevarse adelante evitando 

la revictimización del niño, niña o adolescente. 

 

ARTÍCULO 169.- Individualización de personas. Podrá ordenarse la obtención 

de ácido desoxirribonucleico (ADN) del imputado o de otra persona si ello fuere 

necesario para su identificación o para la constatación de circunstancias de 

importancia para la investigación. 

Para tales fines, serán admisibles mínimas extracciones de sangre, 

saliva, piel, cabello u otras muestras biológicas, a efectuarse según las reglas del 

saber médico si no existiere perjuicio alguno para la integridad física de la persona 

sobre la que deba efectuarse la medida, según la experiencia común y la opinión 

del experto a cargo de la intervención. 

La misma será practicada del modo menos lesivo para la persona y 

sin afectar su pudor, teniendo especialmente en consideración su género y otras 

circunstancias particulares. El uso de las facultades coercitivas sobre el afectado 

por la medida en ningún caso podrá exceder el estrictamente necesario para su 

realización. 

Si se estimare conveniente, y siempre que sea posible alcanzar igual 

certeza con el resultado de la medida, podrá ordenarse la obtención de ácido 

desoxirribonucleico (ADN) por medios distintos a la inspección corporal, como el 

secuestro de objetos que contengan células ya desprendidas del cuerpo para lo 

cual podrán ordenarse medidas como el registro domiciliario, la requisa personal, o 

procedimientos inocuos que impliquen la descamación de células o piel.  



 

 

 

 

 

 

 

 

Asimismo, en el caso de un delito de acción pública en el que se deba 

obtener ácido desoxirribonucleico (ADN) de la presunta víctima del delito, la 

medida se practicará teniendo en cuenta tal condición, a fin de evitar su 

revictimización y resguardar los derechos específicos que tiene. 

En ningún caso regirá la facultad de abstención prevista en este 

Código.  

Si la persona que ha de ser objeto del examen, informada de sus 

derechos, consintiere en hacerlo, el representante del Ministerio Público Fiscal 

ordenará que se practique sin más trámite. En caso de negarse, se solicitará la 

correspondiente orden judicial, exponiéndose al juez las razones del rechazo. 

El juez ordenará la diligencia siempre que se cumplieren las 

condiciones señaladas en el párrafo primero de este artículo, justificando su 

necesidad, razonabilidad y proporcionalidad en el caso concreto. 

 

 

 

ARTÍCULO 173.- Identificación de cadáveres y autopsias. Si la investigación 

versare sobre la muerte sospechosa de haber sido provocada por un hecho 

punible, antes de procederse a la inhumación del occiso o después de su 

exhumación, el representante del Ministerio Público Fiscal, con comunicación a la 

defensa, ordenará la realización de la autopsia y descripciones correspondientes. 

La identificación se efectuará por medio de testigos, muestras dactiloscópicas o, de 

no ser posible, por otro medio idóneo.   

 

 

 

ARTÍCULO 183.- Aprehensión sin orden judicial. No podrá aprehenderse a 

ninguna persona sin orden judicial, salvo en los siguientes casos: 

a) si hubiera sido sorprendida en flagrante delito;  

b) si se hubiese fugado de algún establecimiento penal o de cualquier otro 



 

 

 

 

 

 

 

 

lugar de detención. 

En caso de flagrancia, cualquier persona podrá practicar la 

aprehensión con la finalidad de impedir que el delito produzca consecuencias. 

La persona aprehendida será entregada inmediatamente a la autoridad más 

cercana. 

La autoridad que haya aprehendido a alguna persona lo deberá 

comunicar inmediatamente al juez y al representante del Ministerio Público 

Fiscal. 

Si el representante del Ministerio Público Fiscal estimare que debe 

mantenerse la medida deberá dar inmediata noticia al juez. Si en un plazo de 

SETENTA Y DOS (72) horas no se resolviera la aplicación de una medida de 

coerción privativa de libertad, el juez deberá ordenar la libertad. El 

representante del Ministerio Publico Fiscal podrá, en forma excepcional y por 

única vez, solicitar en la audiencia prevista en el artículo 225, una prórroga del 

plazo de detención por razones fundadas en complejidad probatoria, que en 

ningún caso podrá exceder de SETENTA Y DOS (72) horas.  

 

 

 

ARTÍCULO 185.- Prisión preventiva. Se elimina conmoción social del hecho 

Corresponde el dictado de la prisión preventiva en función de la gravedad de las 

circunstancias y naturaleza del hecho y de las condiciones del imputado, que 

sirvan para decidir los criterios de peligro de fuga o entorpecimiento del proceso 

previstos en este Código.  

No procederá la prisión preventiva en los siguientes supuestos: 

a) si por las características del hecho y las condiciones personales del 

imputado pudiere resultar de aplicación una condena condicional; 

b) en los delitos de acción privada;  



 

 

 

 

 

 

 

 

c) cuando se trate de hechos cometidos en el ejercicio de la libertad de 

expresión o como consecuencia de la crítica en cuestiones públicas. 

 

 

 

ARTÍCULO 188.- Peligro de fuga. Para decidir acerca del peligro de fuga se 

deberán tener en cuenta, entre otras, las siguientes pautas: 

a) arraigo, determinado por el domicilio, residencia habitual, asiento de la 

familia y de sus negocios o trabajo, y las facilidades para abandonar el  país 

o permanecer oculto y demás cuestiones que influyan en el arraigo del 

imputado; 

b) las circunstancias y naturaleza del hecho, la pena que se espera como 

resultado del procedimiento, la constatación de detenciones previas, y la 

posibilidad de declaración de reincidencia por delitos dolosos; 

c) el comportamiento del imputado durante el procedimiento en cuestión, otro 

anterior o que se encuentre en trámite, en la medida en que indique cuál es 

su voluntad de someterse a la persecución penal y en particular, si incurrió 

en rebeldía o si ocultó o proporcionó falsa información sobre su identidad o 

domicilio. 

 

 

ARTÍCULO 190.- Procedimiento. El requerimiento de una medida de coerción 

se formulará y decidirá en audiencia, garantizando los principios de 

contradicción, inmediación, publicidad y celeridad. No se podrá aplicar una 

medida de coerción sin expreso pedido del representante del Ministerio Público 

Fiscal o del querellante. 

Sin perjuicio de los elementos probatorios que las partes pudiesen 

aportar durante la audiencia, a los efectos de constatar las condiciones de 



 

 

 

 

 

 

 

 

procedencia de una medida de coerción, la Oficina de Medidas Alternativas y 

Sustitutivas efectuará un informe sobre las condiciones personales y 

circunstancias que permitan discutir a las partes respecto de la libertad del 

imputado. 

En dicha audiencia, el representante del Ministerio Público Fiscal deberá 

especificar el plazo de duración de la medida y el plazo requerido para llevar 

adelante la investigación penal preparatoria. En el caso que sea solicitada 

únicamente por el querellante, deberá exponer la duración y los motivos de su 

extensión. 

Respecto del imputado que se encuentre previamente detenido, la 

audiencia deberá celebrarse dentro del plazo máximo de SETENTA Y DOS (72) 

horas contadas desde que la detención tuvo lugar. 

El juez dará al imputado el derecho de ser oído, con la asistencia e 

intervención de su defensor, oportunidad en la que podrá cuestionar el lugar y 

demás condiciones de la prisión preventiva. Asimismo, escuchará al querellante, 

cuando este solicite tomar intervención, y resolverá inmediatamente el planteo. 

El requerimiento de una medida cautelar será formulado por las partes 

ante el juez. Deberá especificar el alcance, plazo de duración y fundamentos de la 

medida. El juez podrá convocar a audiencia unilateral previo a tomar la decisión.  

La resolución que imponga una medida de coerción o cautelar deberá 

individualizar al imputado, enunciar los hechos que se le atribuyan, su calificación 

legal, expresar las circunstancias que dan fundamento a la medida y fijar el plazo 

por el cual se establece. 

Vencido el plazo, previa audiencia en la cual oirá a las partes, el juez 

decidirá si corresponde o no su extensión. Las partes podrán en cualquier 

momento solicitar la revisión de la medida de coerción ante el juez, por el mismo 

procedimiento. 

La resolución que imponga, renueve o rechace la prisión preventiva o 

cualquier otra medida de coerción o cautelar será revisable, sin efecto suspensivo, 



 

 

 

 

 

 

 

 

dentro del plazo de SETENTA Y DOS (72) horas. 

 

 

 

ARTÍCULO 246.- Audiencia de control de la acusación. Desarrollo. Vencido el 

plazo del artículo 244, la oficina judicial convocará a las partes y a la víctima, si 

correspondiere su intervención, a una audiencia dentro de los CINCO (5) días 

siguientes. 

Como cuestión preliminar el acusado y su defensa podrán: 

a) objetar la acusación o la demanda civil, señalando defectos formales; 

b) oponer excepciones; 

c) instar el sobreseimiento; 

d) proponer reparación, conciliación, la suspensión del juicio a prueba o la 

aplicación del procedimiento de juicio abreviado; 

e) solicitar que se unifiquen los hechos objeto de las acusaciones cuando la 

diversidad de enfoques o circunstancias perjudiquen la defensa; 

f) plantear la unión o separación de juicios; 

g) contestar la demanda civil. 

Resueltas las cuestiones, cada parte ofrecerá su prueba para las 

DOS (2) etapas del juicio y formulará las solicitudes, observaciones e instancias 

que estimare relevantes con relación a las peticiones realizadas y las pruebas 

ofrecidas por los demás intervinientes. 

Las partes también podrán solicitar al juez que tenga por acreditados 

ciertos hechos, que no podrán ser discutidos en el juicio.  

El juez evitará que en la audiencia se discutan cuestiones que son 

propias del juicio oral y resolverá exclusivamente con la prueba que presentaren 

las partes. 

Si las partes consideran que para resolver alguno de los aspectos 

propios de la audiencia de control es necesario producir prueba, tendrán a cargo 

su producción. Si es necesario podrán requerir el auxilio judicial. 



 

 

 

 

 

 

 

 

El juez resolverá fundadamente todas las cuestiones en el orden que 

fueran planteadas. 

 

 

ARTÍCULO 247.- Auto de apertura del juicio oral. El auto de apertura del juicio 

oral contendrá: 

a) el órgano jurisdiccional competente para intervenir en el juicio oral;  

b) la acusación admitida; 

c) los hechos que se dieron por acreditados en virtud de las convenciones 

probatorias; 

d) la decisión sobre la admisibilidad o inadmisibilidad de la prueba ofrecida para el 

debate y el juicio de la pena, con expresión del fundamento; 

e) los fundamentos por los cuales se rechazó, total o parcialmente, la oposición a 

la apertura del juicio; 

f) la decisión acerca de la legitimación del querellante para habilitar la apertura 

del juicio o para intervenir en él y, en caso de pluralidad de querellantes, la 

orden de unificar personería, si fuera procedente;  

g) cuando el acusado soporte una medida de coerción, la decisión acerca de la 

subsistencia de la medida o su sustitución; 

h) en su caso, la indicación de cómo ha quedado trabada la litis en la demanda 

civil y su contestación. 

El auto de apertura del juicio oral es irrecurrible y será remitido a la 

oficina judicial correspondiente. 

 

 

 

ARTÍCULO 248.- Organización. Dentro de las CUARENTA Y OCHO (48) horas de 

recibido el auto de apertura a juicio la oficina judicial procederá inmediatamente a: 

a) sortear el o los jueces que habrán de intervenir en el caso; 

b) fijar el día y hora de la audiencia de debate, la cual no se realizará antes de 



 

 

 

 

 

 

 

 

CINCO (5) ni después de TREINTA (30) días de recibidas las actuaciones. En 

los casos de aplicación del procedimiento previsto en el artículo 292, la 

audiencia de debate deberá realizarse antes de los DIEZ (10) días; 

c) citar a todas las partes intervinientes; 

d) recibir de las partes los objetos y documentos que deban analizarse durante el 

debate; 

e) disponer todas las demás medidas necesarias para la organización y desarrollo 

del juicio. 

El órgano jurisdiccional no podrá tomar conocimiento o solicitar a la 

oficina judicial el auto de apertura o demás constancias que aquella o el Ministerio 

Público Fiscal posean. 

En casos complejos o cuando las partes lo soliciten, el encargado de 

la oficina judicial, realizará una audiencia preliminar para resolver cuestiones 

prácticas de organización. 

Las partes tendrán a su cargo la notificación a los testigos y peritos 

de la audiencia designada y de las respectivas citaciones a dicha diligencia a 

través de la Oficina de Notificaciones, con la prevención de que, en caso de 

inasistencia injustificada, serán conducidos por la fuerza pública. 

Cuando por las características del juicio se infiera que la audiencia de 

debate se prolongará por más de VEINTE (20) días, se sorteará UNO (1) o más 

jueces sustitutos de conformidad con el procedimiento que determine la Ley de 

Organización y Competencia de la Justicia Penal Federal y Nacional, quienes 

tendrán las mismas obligaciones de asistencia que los jueces titulares, pero no la 

de participar en las deliberaciones para la resolución de planteos ni las 

obligaciones previstas en los artículos 269 y 270. 

 

 

ARTÍCULO 256.- Excepciones a la oralidad. Sólo podrán ser incorporados al 

juicio por su lectura o exhibición audiovisual: 

a) las pruebas recibidas conforme a las reglas del anticipo jurisdiccional de 



 

 

 

 

 

 

 

 

prueba, siempre que no sea posible la presencia de quien participó o presenció 

el acto; 

b) la prueba documental o de informes y las certificaciones; 

c) los registros de declaraciones anteriores de testigos o peritos que hubieren 

fallecido o caído en incapacidad física o mental, o estuvieren ausentes del país, 

o cuya residencia se ignorare o que por cualquier motivo difícil de superar no 

pudieren declarar en el juicio, siempre que ellas hubieren sido recibidas 

notificando previamente a la defensa y en conformidad con las demás pautas 

establecidas en este Código.  

La lectura o exhibición de los elementos esenciales en la audiencia 

no podrá omitirse ni siquiera con el acuerdo de las partes. 

Toda otra prueba que se pretenda introducir al juicio por su lectura u 

exhibición, con excepción de lo previsto en el artículo 158 inciso f), no tendrá 

ningún valor, sin perjuicio de la presentación de documentos al testigo, perito o al 

imputado para facilitar su memoria o dar explicaciones sobre lo que allí consta, 

previa autorización de los jueces. En todo caso, se valorarán los dichos vertidos en 

la audiencia. 

 

 

ARTÍCULO 263.- Recepción de pruebas. Después de las intervenciones iniciales 

de las partes se recibirá la prueba propuesta en el orden que éstas hayan 

acordado. De no mediar acuerdo, se recibirá en primer término la del Ministerio 

Público Fiscal, luego la de la querella y, por último, la de la defensa. Cada parte 

determinará el orden en que rendirá su prueba.  

A pedido de las partes o aún de oficio, el tribunal podrá resolver de 

manera excepcional que los testigos no se comuniquen entre sí ni con otras 

personas, y que no puedan ver, oír o ser informados de lo que ocurre en la sala de 

audiencias, para lo cual podrá incomunicarlos en la antesala por el tiempo mínimo 

necesario. Deberá garantizar tanto la comodidad como la correcta alimentación e 

higiene de los testigos, teniendo especialmente en cuenta sus edades y 



 

 

 

 

 

 

 

 

condiciones físicas. 

Después de declarar, el tribunal resolverá si deben permanecer 

incomunicados en la antesala. 

Si por la extensión del debate la incomunicación no fuera posible, el 

tribunal podrá ordenar que los medios de comunicación difieran la difusión 

audiovisual de aquellos testimonios que pudieren afectar sustancialmente el 

contenido de declaraciones ulteriores, hasta tanto cesaren los motivos que 

hubieren dado lugar a esta restricción. 

No obstante, el incumplimiento de la incomunicación no impedirá la 

declaración del testigo, pero los jueces apreciarán esta circunstancia al valorar la 

prueba. 

 

ARTÍCULO 264.- Interrogatorio. Los testigos y peritos, luego de prestar 

juramento, serán interrogados por las partes, comenzando por aquella que ofreció 

la prueba. 

No se podrá autorizar un nuevo interrogatorio después del 

contraexamen, salvo si fuera indispensable por considerar información novedosa 

que no hubiera sido consultada en el examen directo. 

En el examen directo no se admitirán preguntas sugestivas o 

indicativas salvo que se autorice el tratamiento para el testigo hostil.  

En el contraexamen las partes podrán confrontar al testigo o perito 

con sus propios dichos o con otras versiones.  

En ningún caso se admitirán preguntas engañosas, repetitivas, 

ambiguas o destinadas a coaccionar al testigo o perito. 

Las partes podrán objetar las preguntas inadmisibles indicando el 

motivo. Los jueces harán lugar de inmediato al planteo si fuere manifiesto el 

exceso o decidirán luego la réplica de la contraparte.  

Los jueces no podrán formular preguntas. 

Los testigos y peritos que, por algún motivo grave y difícil de superar, 

no pudieren comparecer a declarar a la audiencia del juicio, podrán hacerlo a 



 

 

 

 

 

 

 

 

través de videoconferencia o a través de cualquier otro medio tecnológico apto 

para su examen y contraexamen.  

 

 

ARTÍCULO 267.- Prueba no solicitada oportunamente. A petición de alguna de 

las partes, los jueces podrán ordenar la recepción de pruebas que ellas no 

hubieren ofrecido oportunamente, si no hubieren sido conocidas al momento del 

ofrecimiento de la prueba. 

Si con ocasión de la recepción de una prueba surgiere una 

controversia relacionada exclusivamente con su veracidad, autenticidad o 

integridad, el tribunal podrá autorizar, a petición de parte, la producción de otras 

pruebas destinadas a esclarecer esos puntos, aunque ellas no hubieren sido 

ofrecidas oportunamente y siempre que no hubiere sido posible prever su 

necesidad. 

 

 

 

ARTÍCULO 268.- Discusión final. Terminada la recepción de las pruebas, quien 

preside concederá sucesivamente la palabra al representante del Ministerio 

Público Fiscal, al querellante, al actor civil, al defensor y al civilmente demandado 

para que en ese orden expresen sus conclusiones y presenten sus peticiones. El 

tribunal tomará en consideración la extensión del juicio o la complejidad del caso 

para determinar el tiempo que concederá al efecto. 

No se podrán leer memoriales, sin perjuicio de la lectura parcial de 

notas. 

Si intervino más de un representante del Ministerio Público Fiscal, 

querellante o defensor, todos podrán hablar repartiendo sus tareas para evitar 

repeticiones o dilaciones. 

Todas las partes podrán replicar, pero corresponderá al defensor la 

última palabra. 



 

 

 

 

 

 

 

 

Al finalizar el alegato el orador expresará sus peticiones de un modo 

concreto. 

Por último, se preguntará al imputado si tiene algo más que 

manifestar y se convocará a las partes para comunicar la decisión jurisdiccional, 

señalando la hora de su lectura. 

El tribunal limitará razonablemente la duración de las últimas palabras 

de los imputados, a fin de evitar que se conviertan en nuevos alegatos.  

 

 

ARTÍCULO 275.- Decomiso. En los casos en que recayese condena, ésta decidirá 

el decomiso de las cosas que hayan servido para cometer el hecho y de las cosas 

o ganancias que sean el producto o el provecho del delito, en favor del Estado 

Nacional, salvo los derechos de restitución o indemnización del damnificado y de 

terceros. 

Si las cosas fueran peligrosas para la seguridad común, el comiso 

podrá ordenarse aunque afectara a terceros, salvo el derecho de éstos, si fueran 

de buena fe, a ser indemnizados. 

Si el autor o los partícipes hubieren actuado como mandatarios de 

alguien o como órganos, miembros o administradores de una persona de 

existencia ideal y el producto o el provecho del delito hubiere beneficiado al 

mandante o a la persona de existencia ideal, el comiso se pronunciará contra 

éstos. 

Si con el producto o el provecho del delito se hubiese beneficiado un 

tercero a título gratuito, el comiso se pronunciará contra éste. 

Si la cosa decomisada tuviera valor de uso o cultural para algún 

establecimiento oficial o de bien público, la autoridad nacional, provincial o 

municipal respectiva podrá disponer su entrega a esas entidades. Si así no fuera y 

tuviera valor comercial, aquélla dispondrá su enajenación. Si no tuviera valor 

alguno, se la destruirá. 

En el caso de condena impuesta por alguno de los delitos previstos 



 

 

 

 

 

 

 

 

por los artículos 125, 125 bis, 127, 140, 142 bis, 145 bis, 145 ter y 170 del Código 

Penal, quedará comprendido entre los objetos a decomisar la cosa mueble o 

inmueble donde se mantuviera a la víctima privada de su libertad u objeto de 

explotación. Las cosas decomisadas con motivo de tales delitos, según los 

términos del presente artículo, y el producido de las multas que se impongan, 

serán afectadas a programas de asistencia a la víctima. 

Si se hubieren secuestrado armas de fuego, munición o explosivos 

con motivo de la comisión de cualquier delito, estos serán decomisados y 

destruidos en acto público en un plazo máximo de SEIS (6) meses desde la fecha 

de su incautación. Excepcionalmente, dentro de ese plazo, el material incautado 

será restituido a su titular registral cuando éste o sus dependientes no tuvieren 

vinculación con el hecho objeto de la incautación y la pérdida o robo de aquél haya 

sido debida y oportunamente denunciada ante el Registro Nacional de Armas 

(RENAR). 

Dentro del plazo señalado en el párrafo anterior, el Ministerio Público 

Fiscal procurará la producción de la totalidad de las medidas de prueba 

relacionadas con dicho material y observará las exigencias que la normativa 

procesal prevea para la realización de medidas probatorias irreproducibles. El 

plazo para el decomiso y destrucción podrá ser prorrogado por el juez, por única 

vez y por el mismo periodo, a pedido de las partes. Vencidos los plazos 

establecidos, la autoridad de aplicación de la Ley Nacional de Armas y Explosivos 

Nº 20.429 quedará habilitada para proceder al decomiso administrativo.  

En aquellos procesos en los que se investigue la comisión de los 

delitos previstos en los artículos 5º inciso c), 6º primer y tercer párrafo y 7º de la 

Ley Nº 23.737, y los artículos 145 bis y 145 ter y Título XIII del Libro Segundo del 

Código Penal, cuando existieren indicios vehementes y suficientes de que las 

cosas o ganancias a las que se alude en el presente artículo son fuente o 

provienen de objeto ilícito o han servido para cometer el hecho, el juez interviniente 

ordenará, a pedido del representante del Ministerio Público Fiscal, su decomiso por 

auto fundado, aún antes del dictado de sentencia.  



 

 

 

 

 

 

 

 

En los casos previstos en el párrafo precedente, se promoverá el 

correspondiente incidente a fin de salvaguardar derechos de terceros ajenos al 

hecho delictivo. Una ley especial determinará el procedimiento que regirá el 

incidente y las adecuaciones normativas que resulten necesarias. 

El reclamo o litigio sobre el origen, naturaleza o propiedad de las 

cosas se realizará por medio de una acción administrativa o civil de restitución. Si 

la cosa hubiere sido subastada, sólo se podrá reclamar su valor monetario.  

El juez, a pedido del representante del Ministerio Público Fiscal, 

adoptará las medidas cautelares suficientes para asegurar el decomiso del o de los 

inmuebles, fondos de comercio, depósitos, vehículos, elementos informáticos, 

técnicos y de comunicación y toda otra cosa o derecho patrimonial sobre los que, 

por tratarse de instrumentos o efectos relacionados con el o los delitos que se 

investigan, el decomiso presumiblemente pudiera recaer. 

El mismo alcance podrán tener las medidas cautelares destinadas a 

hacer cesar la comisión del delito o sus efectos, a evitar que se consolide su 

provecho o a impedir la impunidad de sus partícipes. En todos los casos se 

deberán dejar a salvo los derechos de restitución o indemnización del damnificado 

y de terceros. 

 

 

 

ARTÍCULO 292.- Acuerdo de juicio directo. En la audiencia de formalización de 

la investigación preparatoria, las partes podrán acordar la realización directa del 

juicio. 

La solicitud contendrá la descripción del hecho por el cual el 

representante del Ministerio Público Fiscal o el querellante acusan y el ofrecimiento 

de prueba de las partes. 

En la misma audiencia, el querellante podrá adherir a la acusación del 

representante del Ministerio Público Fiscal o acusar independientemente e indicar 

las pruebas para el juicio. 



 

 

 

 

 

 

 

 

La acusación y la defensa se fundamentarán directamente en el 

juicio. 

Al término de la audiencia, el juez dictará el auto de apertura a juicio. 

En lo demás, se aplicarán las normas comunes. 

El acuerdo de juicio directo procederá para todos los delitos. 

Este procedimiento se aplicará obligatoriamente en los supuestos 

previstos en el artículo 184, para los delitos cuya pena mínima no supere los TRES 

(3) años de prisión, salvo que el fiscal o la defensa pidieran fundadamente el 

empleo del procedimiento ordinario, en razón de la complejidad de la investigación. 

 

 

ARTÍCULO 306.- Legitimación de la querella. El querellante podrá impugnar el 

sobreseimiento, la absolución y la condena si la pena aplicada fuere inferior a la 

mitad de la pena pretendida. También podrá impugnar las demás resoluciones que 

pongan fin a la acción o a la pena o hagan imposible que continúen las 

actuaciones y la denegación o revocación de medidas cautelares, cuando no 

hubiese habido DOS (2) pronunciamientos en el mismo sentido.  

El querellante, constituido en actor civil podrá recurrir: 

a) el sobreseimiento fundado en la inexistencia del hecho; 

b) el rechazo total o parcial de las pretensiones deducidas en la demanda, 

siempre que su agravio supere los PESOS CINCUENTA MIL ($50.000.-). 

 

 

 

ARTÍCULO 330.- Diferimiento. La ejecución de una pena privativa de la libertad 

podrá ser diferida por el juez con funciones de ejecución en los siguientes casos: 

a) Cuando deba cumplirla una mujer embarazada o que tenga un hijo menor de 

DOCE (12) meses al momento de la sentencia; 

b) Cuando el condenado se encontrare gravemente enfermo y la inmediata 

ejecución pusiere en peligro su vida, según el dictamen de peritos. 



 

 

 

 

 

 

 

 

Cuando cesaren esas condiciones, la sentencia se ejecutará 

inmediatamente, salvo que el juez disponga alguna forma distinta de ejecución de 

la condena conforme a la legislación vigente. 

 

 

 

ANEXO II 

 

ARTÍCULO 2º.- Créanse dos (2) cargos de Secretario, dos (2) cargos de 

Prosecretario Administrativo Relator, dos (2) cargos de Escribiente y un (1) cargo 

de Jefe de Despacho Relator con funciones de Secretario Privado, para todas las 

Fiscalías Nacionales y Federales de Primera Instancia con competencia penal de 

todo el país, conforme el Anexo II.I que forma parte de esta ley. 

 

 

 

ARTÍCULO 34.- En virtud de la creación de órganos prevista en este Anexo, 

facúltese al Procurador General de la Nación y al Defensor General de la Nación a 

compensar la distribución de las causas existentes entre las Fiscalías y 

Defensorías ante cada Cámara, desinsaculando mediante un sorteo que garantice 

la distribución equitativa.  

Las causas que ingresen con posterioridad a la puesta en funcionamiento de los 

nuevos órganos serán asignadas por sorteo entre todos los órganos del Ministerio 

Público Fiscal y de la Defensa ante cada Cámara.  

 

 

Se elimina el artículo 38 por no corresponder. 

 

 



 

 

 

 

 

 

 

 

 


